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1. Ad. al artículo 5, apartado 4.a).

Se entiende que la utilización de instalaciones para
la mera entrega de bienes o mercancías no tendrá la
consideración de establecimiento permanente a menos
que las instalaciones se utilicen como despacho de
ventas.

2. Ad. al artículo 7, apartado 1, letras b) y c).

Las autoridades competentes de los Estados contra-
tantes pueden consultarse mutuamente acerca de la
similitud de los bienes vendidos o de las actividades
empresariales de referencia. Se entiende que las men-
cionadas disposiciones serán, asimismo, de aplicación
cuando las ventas o las actividades determinen pérdidas
para la empresa.

3. Ad. al artículo 7, apartado 4.

La expresión «mera compra por el establecimiento
permanente para la empresa» no incluye las «compras
para terceros».

4. Ad. al artículo 10, apartado 2.

Se entiende que el apartado 2 no se aplica, en el
caso de España, a las rentas distribuidas o no, imputadas
a los socios de las sociedades y entidades a que se
refiere el artículo 12.2 de la Ley 61/1978, de 27 de
diciembre, en tanto dichas rentas no están sujetas al
Impuesto sobre Sociedades español. Tales rentas podrán
someterse a imposición en Espana de acuerdo con las
disposiciones de su legislación interna.

5. Ad. al artículo 11, apartado 3.

Las expresiones «Banco Central» e «instituciones
financieras controladas por el Gobierno» significan, res-
pectivamente:

a) Banco Central:

i) en el caso de Indonesia, el Banco de Indonesia;
ii) en el caso de España, el Banco de España.

b) Las instituciones financieras a las que se refiere
el apartado 3 del artículo 11 se determinarán mediante
canje de notas entre las autoridades competentes de
los Estados contratantes.

6. Ad. al artículo 11, apartado 4.

El término «intereses» utilizado en dicho artículo no
incluye los pagos por intereses en relación con la venta
a crédito de equipos industriales, comerciales o cien-
tíficos; dichos intereses estarán exentos de gravamen
en el Estado contratante del que procedan.

7. Ad. al artículo 15, apartado 2.

Se entiende que las rentas de los servicios personales
dependientes no pueden someterse a imposición en el
Estado contratante en el que se ejerza el empleo por
el mero hecho de que las retribuciones correspondientes
sean soportadas por un establecimiento permanente
consistente en los servicios mencionados en el artícu-
lo 5, apartado 3.b).

8. Ad. al artículo 16.

La expresión «cualquier otro órgano con funciones
similares» incluye, en el caso de Indonesia, «anggauta
Pengurus (miembros del comité)» y «Komisaris (comi-
sionados)».

9. Ad. al artículo 18, apartado 2.

La expresión «fondo de pensiones reconocido por el
Gobierno» incluye, en el caso de Indonesia, al «fondo
de seguros del personal laboral (ASTEK)».

10. Ad. al artículo 25, apartado 5.

Se entiende que Indonesia continuará aplicando su
impuesto local sobre extranjeros.

En fe de lo cual, los signatarios, debidamente auto-
rizados al efecto, han firmado el presente Protocolo.

Hecho en Yakarta el 30 de mayo de 1995, por dupli-
cado, en las lenguas española, indonesia e inglesa, sien-
do los tres textos igualmente fehacientes. En caso de
divergencias en la interpretación, prevalecerá el texto
inglés.

Por el Gobierno del Reino de España, Javier Gómez
Navarro, Ministro de Comercio y Turismo.

Por el Gobierno de la República de Indonesia, Ali Ala-
tas Sh, Ministro de Asuntos Exteriores.

El presente Convenio entró en vigor el 20 de diciem-
bre de 1999, fecha del intercambio de los Instrumentos
de Ratificación, según se establece en su artículo 29.

Lo que se hace público para conocimiento general.

Madrid, 23 de diciembre de 1999.— El Secretario
general técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores,
Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO
DE INDUSTRIA Y ENERGÍA

726 RESOLUCIÓN de 12 de enero de 2000, de
la Dirección General de la Energía, por la que
se hacen públicos los nuevos precios máxi-
mos de venta, antes de impuestos, de los
gases licuados del petróleo.

La Orden del Ministerio de Industria y Energía de
16 de julio de 1998 establece el sistema de determi-
nación de los precios de los gases licuados del petróleo,
utilizados como combustibles o carburantes, para usos
domésticos, comerciales e industriales, en todo el ámbito
nacional.

En cumplimiento de lo dispuesto en la mencionada
Orden y con el fin de hacer públicos los nuevos precios
máximos de los gases licuados del petróleo, en las dife-
rentes modalidades del suministro establecidas en su
apartado segundo, esta Dirección General de la Energía
ha resuelto lo siguiente:

Primero.—Desde las cero horas del día 18 de enero
de 2000, los precios máximos de venta, antes de impues-
tos, de aplicación a los suministros de gases licuados
del petróleo, a granel y por canalización, según moda-
lidades de suministro, serán los que se indican a con-
tinuación:

1. Gases licuados del petróleo por canalización a
usuarios finales:

Término fijo: 214,00 pesetas/mes.
Término variable: 97,55 pesetas/kg.

2. Gases licuados del petróleo a granel a empresas
distribuidoras de gases licuados del petróleo por cana-
lización: 78,29 pesetas/kg.

Segundo.—Los precios máximos establecidos en el
apartado primero no incluyen los siguientes impuestos
vigentes:
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Península e islas Baleares: Impuesto sobre Hidrocar-
buros e Impuesto sobre el Valor Añadido.

Archipiélago canario: Impuesto Especial de la Comu-
nidad Autónoma de Canarias sobre combustibles deri-
vados del petróleo e Impuesto General Indirecto Común.

Ciudades de Ceuta y Melilla: Impuesto sobre la pro-
ducción, los servicios, la importación y el gravamen com-
plementario sobre carburantes y combustibles petrolí-
feros.

Tercero.—Los precios máximos de aplicación para los
suministros de los gases licuados del petróleo señalados
en la presente Resolución se aplicarán a los suministros
pendientes de ejecución el día de su entrada en vigor,
aunque los pedidos correspondientes tengan fecha ante-
rior. A estos efectos, se entienden por suministros pen-
dientes de ejecución, aquellos que aún no se hayan rea-
lizado o se encuentren en fase de realización a las cero
horas del día de entrada en vigor de la presente Reso-
lución.

Cuarto.—Las facturaciones de los consumos corres-
pondientes a los suministros de GLP por canalización
medidos por contador, relativas al período que incluya
la fecha de entrada en vigor de la presente Resolución
o, en su caso, de otras Resoluciones u Órdenes anteriores
o posteriores relativas al mismo período de facturación,
se calcularán repartiendo proporcionalmente el consumo
total correspondiente al período facturado a los días ante-
riores y posteriores a cada una de dichas fechas, apli-
cando a los consumos resultantes del reparto los precios
que correspondan a las distintas Resoluciones u Órdenes
aplicables.

Quinto.—Las empresas distribuidoras de GLP por
canalización adoptarán las medidas necesarias para la
determinación de los consumos periódicos efectuados
por cada uno de sus clientes, a efectos de proceder
a la correcta aplicación de los precios de GLP por cana-
lización a que se refiere la presente Resolución.

Madrid, 12 de enero de 2000.—El Director general,
Antonio Gomis Sáez.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

727 REAL DECRETO 2069/1999, de 30 de
diciembre, por el que se aprueba el Estatuto
de la entidad pública empresarial Loterías y
Apuestas del Estado.

El Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del
Estado (O.N.L.A.E.) fue creado por la Ley 50/1984, de 30
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 1985, en el apartado 5 del artículo 87, como Orga-
nismo autónomo de carácter comercial con la naturaleza
prevista en el artículo 4.1.b) de la Ley General Presu-
puestaria, de 4 de enero de 1977. Esta circunstancia
supuso la integración y unificación de las instituciones
que hasta ese momento venían gestionando los juegos
de titularidad estatal, en concreto el Patronato de Apues-
tas Mutuas Deportivas Benéficas y el Servicio Nacional
de Loterías.

La estructura, composición y funciones del Organismo
Nacional de Loterías y Apuestas del Estado fue esta-
blecida, inicialmente, por el Real Decreto 904/1985,
de 11 de junio, siendo modificada por el Real Decre-
to 1651/1995, de 13 de octubre.

La evolución en España del mercado relativo al sector
de juegos, así como la competitividad que esta circuns-

tancia implica, ha supuesto la necesidad de adaptarse
al mismo a través de la creación de nuevos juegos y
tecnologías. En este sentido debe señalarse, de forma
importante, que la actividad del O.N.L.A.E. no se ha man-
tenido inalterable durante este tiempo sino que ha lle-
vado, de un lado, al restablecimiento de juegos como
la lotería primitiva o la creación de modalidades de la
anterior y de la lotería nacional, y de otro a la implan-
tación de un avanzado sistema tecnológico en la par-
ticipación de los juegos de que es titular. Y en esta línea
de creación de modalidades de lotería, recientemente,
se ha autorizado el establecimiento y explotación de la
lotería instantánea o presorteada.

Las circunstancias señaladas han hecho necesario
que el Organismo se fuera configurando a esa realidad
competitiva mediante una regulación normativa que, si
bien ha sido válida, sin embargo no supone, en modo
alguno, una correcta adecuación a las necesidades del
mercado actual.

Esta modificación, que ya se veía necesaria, además,
viene a ser obligatoria, en primer lugar, de acuerdo con
la Ley de Organización y Funcionamiento de la Admi-
nistración General del Estado, de 14 de abril de 1997,
y, en segundo lugar, en adaptación a la anterior, de con-
formidad con la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de
Medidas fiscales, administrativas y del orden social, en
cuyo artículo 70 se establece la constitución del
O.N.L.A.E. como una entidad pública empresarial. La
efectividad de las previsiones contenidas en esta última
norma así como su desarrollo queda condicionada a la
aprobación de un Estatuto de la entidad pública empre-
sarial el cual, de acuerdo con el artículo 62.3 de la
Ley 6/1997, de 14 de abril, ha de ser propuesto con-
juntamente por los Ministros de Administraciones Públi-
cas y de Economía y Hacienda.

Este hecho lleva a racionalizar la estructura básica
que existía con anterioridad configurándose una Direc-
ción Comercial, que coordine las diferentes actividades
de carácter comercial y de «marketing» que de forma
dispersa venían efectuándose, y una Dirección de Pro-
ducción cuyas funciones serán la investigación y el estu-
dio de las posibilidades de implantación de nuevos jue-
gos, mercados o sistemas de participación, así como
la logística de juegos y la coordinación de la informática
de gestión aplicada a la actividad propia del Organismo,
además de la gestión de la lotería nacional. Se establece,
asimismo, una Dirección Económico Financiera y una
Dirección de Servicios Corporativos.

De otra parte debe indicarse que, el carácter de la
actividad que desarrolla el Organismo, la propia estruc-
tura competitiva del mercado de juegos y fundamen-
talmente el control y relaciones con los puntos de venta
ubicados en la totalidad del territorio nacional, hacen
preciso dotarle de una gran agilidad en sus funciones
mediante la contratación administrativa con determina-
das personas o entidades, denominados Delegados
Comerciales de la entidad pública empresarial Loterías
y Apuestas del Estado, y cuyas funciones, a nivel terri-
torial, serán la gestión operativa comercial, técnica y de
mantenimiento de equipos de la totalidad de los juegos
del Estado, siguiendo con ello las funciones que ya venían
desempeñando desde hace años.

Se trata, en definitiva, de modernizar el Organismo
Nacional de Loterías y Apuestas del Estado, modificando
su estructura, y adecuando la misma a las funciones
que ha de desempeñar, dotándole de nuevos mecanis-
mos de planificación y control, de programación de obje-
tivos, y de una gestión eficiente que posibilite la con-
secución de los fines que tiene asignados, permitiendo
a su vez la adecuación de sus estructuras orgánicas y
funcionales en aras de conseguir un mayor grado de
eficacia y rendimiento.


